SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°090
RADICACIÓN: 66594318900120200006901

ACCIONANTE: JOSÉ ÁLVARO TORRES

CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD PERSONAL / PROTECCION A PERSONA AMENAZADA / UNIDAD NACIONAL DE PROTECCION / ACTO ADMINISTRATIVO DE RETIRO DEL ESQUEMA DE SEGURIDAD / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / IDONEIDAD DEL MEDIO DE DEFENSA ORDINARIO / PERJUICIO IRREMEDIABLE / SE CONCEDE EL AMPARO.
… la Constitución Nacional en su artículo 86 consagró la tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales al resultar vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la restringió a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. (…)
Ahora, verificada la existencia de otros medios de defensa judicial, siempre se debe realizar una evaluación de la idoneidad de estos en el caso concreto…
… se puede concluir… que la acción de tutela es el medio de defensa judicial más eficaz e idóneo ante la amenaza actual y evidente del derecho a la vida del actor, como quiera que someter al señor José Torres a un proceso ante la jurisdicción contenciosa administrativa que puede tardar varios meses sería causarle un perjuicio irremediable…
En el caso sometido a estudio, no existe duda que las circunstancias que rodean el señor José Álvaro Torres permiten pensar que persiste una amenaza contra su vida e integridad personal, toda vez que en su condición de víctima indirecta -por ser el padre de tres menores de edad víctimas de homicidio- en un proceso penal contra un Teniente (r) del Ejército Nacional, además de ser miembro de la “Fundación Nuevo Renacer de Desplazados”, y denunciante en dos procesos penales por los delitos de extorsión y amenaza, requiere el esquema de seguridad ya que la falta de esas medidas lo hace vulnerable a las amenazas que existen en su contra, salvo que se demuestre lo contrario.
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, doce (12) de mayo de dos mil veinte (2020)
                                                                Acta de Aprobación N° 381
                                                 Hora: 2:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN -en adelante UNP-, en contra del Juzgado Promiscuo Circuito de Quinchía (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada por el señor JOSÉ ÁLVARO TORRES por intermedio de apoderada judicial.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea la abogada del accionante se puede sintetizar así: (i) mediante Resolución No 8231 de noviembre 13 de 2019, la UNP ordenó el retiro del esquema de seguridad con el que contaba el señor JOSÉ TORRES, acto administrativo que fue confirmado por Resolución No 328 de enero 23 de 2020; (ii) el origen del esquema de seguridad obedeció a la medida cautelar ordenada por la Sección Tercera del Consejo de Estado, en atención a las amenazas que recibió el hoy accionante por los hechos que denunció contra el Teniente (r) del Ejército RAÚL MUÑOZ, quien resultó condenado a 60 años de prisión por la muerte de sus tres hijos menores de edad; (iii) la UNP sin tener la calidad de parte en el proceso que se llevó a cabo ante la jurisdicción contenciosa administrativa decidió revocar la medida cautelar; (iv) los hechos amenazantes contra la humanidad del señor TORRES obligaron a que el Estado le brindara seguridad desde el año 2010; (v) el Teniente (r) le solicitó a la Jurisdicción Especial para la Paz –JEP- ser incluido en la justicia transicional, con lo que se han generado nuevas amenazas contra el actor, que no se tuvieron en cuenta por parte de la UNP; (vi) el señor ÁLVARO TORRES actualmente se encuentra desplazado, lo que motivó que cambiara su lugar de residencia de un Departamento a otro; (vii) actualmente se desempeña como líder social y trabaja en planes de sustitución de actividades agropecuarias con la “Fundación Nuevo Renacer de Desplazados”, y desde hace cuatro años es el fiscal de la Junta de Acción Comunal de la vereda “El Lago” del municipio de Quinchía (Rda.); y (viii) ha realizado denuncias por extorsión ante las autoridades, pero esa situación no fue valorada por la UNP.
Pide la protección de sus derechos fundamentales, y como consecuencia de lo anterior: (i) se suspendan los efectos jurídicos de la Resolución No 8234 de noviembre 13 de 2019; (ii) se oficie al Ministerio del Interior para que le extienda la comunicación pertinente a la UNP con el fin de que se restablezca el esquema de seguridad; (iii) se oficie a la Sección Tercera del Consejo de Estado a efectos de que se tenga conocimiento de la decisión adoptada por la UNP quien desconoció la medida cautelar ordenada en febrero 13 de 2013 en el proceso con radicado No 11001032600020120007800; (iv) se oficie al Juez Administrativo que avocó el proceso para que dentro de sus facultades judiciales intervenga en lo que a él le compete y de ese modo se restablezca el esquema de seguridad; y (v) se oficie a la UNP para que tome las medidas administrativas urgentes, inmediatas y necesarias que permitan mantener y/o restablecer el esquema de seguridad.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La acción de tutela en principio fue radicada ante el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Villavicencio, el cual mediante auto de marzo 05 de 2020 dispuso la remisión de la demanda por competencia territorial al Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.) -toda vez que el actor vive en dicha municipalidad-. Recibida la acción, el despacho la admitió y le corrió traslado a la UNP, el MINISTERIO DEL INTERIOR, el CONSEJO DE ESTADO SECCIÓN TERCERA, el JUZGADO TREINTA Y DOS CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO de Bogotá, la DIRECCIÓN NACIONAL DE FISCALÍA, la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, la DEFENSORÍA DEL PUEBLO, la DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍA SECCIONAL DE MANIZALES y a la POLICÍA NACIONAL. Igualmente ofició a la JEP para que informara si el Teniente (r) RAÚL MUÑOZ LINARES ha recurrido a esa jurisdicción. Las entidades se pronunciaron así:
- La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del MINISTRO DEL INTERIOR solicita se declare probada la excepción de falta de legitimación material en la causa por pasiva y la inexistencia de vulneración de los derechos fundamentales, al respecto señala que lo que reclama el actor está por fuera de las funciones del Ministerio, de conformidad con el Decreto 2340/15 que modifica el artículo 15 del Decreto Ley 2983/11.
Advirtió que sobre estos mismos hechos y pretensiones el Juzgado Tercero Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Ibagué, en sentencia de febrero 21 de 2020 negó la acción de tutela. E igualmente ante el Juzgado Décimo Administrativo del Circuito de Ibagué se presentó acción de tutela, de la que posteriormente desistió el accionante, según auto de enero 21 de 2020.
- La H. Magistrada de la Sala de Definición de Situaciones Jurídicas de la JEP, Dra. CLAUDIA ROCÍO SALDAÑA MONTOYA informó que consultada la base de datos del Sistema Autónomo Judicial de esa Jurisdicción, se registró que el señor RAÚL MUÑOZ LINARES efectivamente presentó petición de sometimiento en su condición de Teniente de la reserva activa del Ejército Nacional.

La solicitud fue objeto de reparto en julio 02 de 2019 y correspondió su estudio al despacho de la magistrada HEIYDI PATRICIA BALDOSEA PAREA, el cual mediante Resoluciones No 3499 de julio 12 de 2019, 4979 de septiembre 19 de 2019, 8108 y 8110 de diciembre 27 de 2019 y 720 de febrero 12 de 2020, ha asumido el conocimiento del asunto y ha impulsado el trámite de rigor de conformidad con el procedimiento establecido en la Ley 1922 de 2018 en aras de obtener la información necesaria para pronunciarse de fondo en relación con la petición de sometimiento elevada por el citado Teniente de la reserva activa del Ejército Nacional.
- El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la UNP, previo a presentar las consideraciones fácticas y jurídicas del caso, advirtió acerca de las acciones de tutela que conoció el Juzgado Tercero Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Ibagué y el Juzgado Décimo Administrativo del Circuito Judicial con sede en esa misma capital del Tolima, las cuales guardan identidad de la causa pretendi e identidad de objeto frente a la nueva tutela que se presenta; por tanto, estima que existe una acción temeraria por parte del accionante.
En cuanto a los hechos que motivan la acción de tutela se debe tener en cuenta que en el año 2012 el actor interpuso una acción de reparación directa ante un Juzgado Administrativo, por unos presuntos hechos producto de las muertes violentas de sus hijos menores a manos de un miembro de las Fuerzas Armadas, razón por la cual el H. Consejo de Estado, mediante auto ordenó al Ministerio del Interior y a la Policía Nacional prestar seguridad a favor del señor JOSÉ ÁLVARO TORRES. 
El Decreto Ley 4065/11 creó la UNP y de conformidad con el Decreto 1066/15 a la Unidad le asignaron una serie de competencias relacionadas al programa de prevención y protección de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de personas, grupos y comunidades que se encuentran en situación de riesgo extraordinario o extremo como consecuencia directa del ejercicio de sus actividades o funciones políticas, públicas, sociales o humanitarias, o en razón del ejercicio de su cargo.

Para que proceda la vinculación de una persona al programa de protección, así como para que se haga procedente la asignación de medidas materiales de protección, el solicitante no solo debe pertenecer a alguna de las poblaciones objeto del programa, sino además debe surtir a su favor la respectiva evaluación de riesgo, siempre y cuando autorice su conocimiento para ello. Además de lo anterior, existe un procedimiento ordinario que debe seguirse para ser beneficiario de medidas de protección.

El caso del señor JOSÉ ÁLVARO TORRES ha sido tratado como población objeto del programa de protección que lidera la Unidad Administrativa Especial, en los términos del artículo 2.4.1.2.6 numeral 9: “Víctimas de Violación de los Derechos Humanos e Infracción al Derecho Internacional Humanitario”, por tanto, todas las supuestas amenazas que el accionante ha puesto en conocimiento en la entidad han sido tenidas en cuenta en los diferentes estudios que se han efectuado a su favor desde el año 2012.
La situación de riesgo que ha estudiado la UNP es con ocasión a su condición de víctima de violación a los derechos humanos, y no por una orden judicial. El estudio objeto de controversia, el cual se adelantó en aplicación al parágrafo 2 del artículo 2.4.1.2.40 del Decreto Ley 1066/15, señala: “El nivel de riesgo de las personas que hacen parte del Programa de Protección será revaluado una vez año, o antes si existen nuevos hechos que puedan generar una variación del riesgo”, y el caso del señor Torres fue presentado ante el Grupo de Valoración Preliminar en sesión 43 de octubre 21 de 2019, y se ponderó su riesgo ordinario con matriz de 44,44%.

Posteriormente el caso fue llevado ante el Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendaciones de Medidas –CERREM- en sesión de noviembre 01 de 2019, donde se validó el riesgo como ordinario y recomendó: “Finalizar un (1) medio de comunicación, un (1) chaleco blindado y un (1) hombre de protección”. Recomendación que fue adoptada por la entidad mediante Resolución No 8234 de noviembre 13 de 2019, decisión contra la cual el actor interpuso el recurso de reposición, y mediante Resolución No 8234 de noviembre 13 de 2019 no se repuso.
La Corte Constitucional por auto 266 de septiembre 01 de 2009 avaló el instrumento estándar de valoración del riesgo individual, por medio del cual se establece técnicamente la intensidad del riesgo con el objeto de recomendar las medidas de protección especial adecuadas fácticamente al caso particular, que así mismo, dicha herramienta técnica clasifica el riesgo en los siguientes niveles porcentuales: de 0% a 49% ordinario, de 50% a 79% extraordinario y de 80% a 100% extremo.

Solicita se declare improcedente la acción de tutela, por cuanto la entidad ha actuado en el marco de sus competencias, y subsidiariamente en caso de no atenderse la anterior pretensión, se deniegue el amparo, toda vez que el señor JOSÉ ÁLVARO TORRES, de llegar a considerar que se están presentando nuevas situaciones de riesgo que considere cumplan las características concordantes con el Decreto 1066/15, puede acudir al procedimiento ordinario.
- El apoderado judicial de la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN solicitó se declare la improcedencia de la acción de tutela ante la falta de legitimación en la causa por pasiva, toda vez que la Procuraduría no ha tenido injerencia alguna en cuanto al esquema de seguridad –retiro de seguridad y reducción-, la cual recae en la UNP.

- El Consejero de Estado Nicolás Yepes Corrales solicitó se decrete la desvinculación del suscrito por falta de legitimación en la causa por pasiva, sobre la base de que la decisión que se denuncia como vulneradora de derechos fundamentales no fue emitida por ese despacho. 

Subsidiariamente, en caso de que se cumplan los requisitos de procedibilidad, pide se niegue la acción de tutela toda vez que esa oficina judicial no ha proferido decisión alguna que amenace o vulnere los derechos de orden superior de los que es titular el peticionario.
- La Directora Seccional Caldas de la Fiscalía General de la Nación señaló que de acuerdo con los hechos dados a conocer por el accionante, se evidenció que se adelanta la investigación No 170016000060201902113 por el delito de amenaza, el cual conoce la Fiscalía 12 Seccional de Manizales, denunciante JOSÉ ÁLVARO TORRES.

El despacho fiscal informó que dentro del proceso de referencia se elaboró orden a Policía Judicial con el objetivo de recolectar elementos materiales de prueba tendientes al esclarecimiento de esos acontecimientos; no obstante, el denunciante ha mostrado poco interés en la investigación ya que no ha aportado datos exactos de contacto como tampoco ha comparecido a las citaciones que le ha realizado el fiscal a efectos de analizar la posibilidad de solicitar a su favor medidas de protección ante el juez con función de control de garantías, pues para ello es indispensable contar al menos con la dirección de residencia y teléfonos de ubicación de la víctima con miras a elevar dicha solicitud.

La medida de protección a la que hace referencia el actor tuvo origen en la demanda de reparación directa instaurada ante el Juzgado 32 Contencioso Administrativo del Circuito de Bogotá -Oralidad Sección Tercera-, la que posteriormente fue conocida en sede de segunda instancia por el Consejo de Estado, a cuyo efecto dispuso que el Ministerio del Interior y la Policía Nacional, como medida cautelar, brindaran seguridad al accionante por medio de la UNP, entidad que retiró las medidas por razones que desconoce la Dirección Seccional.
Solicita su desvinculación de la presente acción de tutela, como quiera que de la información obtenida se extrae que la Fiscalía General de la Nación ha dado trámite a la denuncia elevada por el accionante.

3.2.- El juzgado mediante auto de marzo 24 de 2020 solicitó como pruebas: (i) que el accionante, el Ministerio del Interior y la UNP indiquen si el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Ibagué, en el radicado 2020-00014-00, fue impugnado y en caso positivo se exprese si ya hubo fallo de segunda instancia y en qué sentido; y (ii) que el accionante, el Ministerio y la UNP alleguen copia del fallo de tutela proferido por dicho juzgado.
- En relación con los requerimientos del despacho, la apoderada judicial del accionante informó: (i) que la acción de tutela que conoció el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Ibagué (Tol.) inicialmente había sido radicada en Villavicencio, pero fue remitida a los despachos de Ibagué; (ii) dicha célula judicial en febrero 20 de 2020 le notificó la admisión de la acción de tutela, y le informaron que no habían recibido todos los anexos desde Villavicencio; (iii) procedió a remitir los anexos, sin embargo, no tenía conocimiento que el documento que hacía falta era el poder que le había otorgado el señor JOSÉ TORRES; (iv) el juzgado negó la acción de tutela por falta de legitimación en la causa por activa, pero no resolvió de fondo; (v) impugnó la decisión, pero posteriormente desistió del recurso; y (vi) la oficina Judicial igualmente remitió la acción de tutela a un Juzgado Administrativo de Ibagué, motivo por el cual le informó a dicho despacho del doble reparto, el cual aceptó el retiro de la demanda.
3.3.- Vencido el plazo constitucional, el a quo mediante sentencia de marzo 25 de 2020 tuteló el derecho fundamental a la seguridad personal del que es titular el señor JOSÉ ÁLVARO TORRES, y ordenó: (i) a la UNP que en el término máximo e improrrogable de tres días hábiles, contados a partir de la notificación de la sentencia, proceda a dejar sin efectos las resoluciones No 8234 de noviembre 13 de 2019 y 0328 de enero 22 de 2020; (ii) que la  UNP en el término máximo e improrrogable de setenta y dos horas calendario, proceda a restablecer temporalmente las medidas de protección que tenía el accionante a noviembre 01 de 2019, esto es, un medio de comunicación, un chaleco blindado y un hombre de protección, las cuales permanecerán vigente hasta tanto la UNP determine su pertinencia de acuerdo con el estudio técnico; (iii) que la UNP convoque al Grupo de Valoración preliminar y el Comité de Evaluación del Riesgo y Recomendaciones de Medidas –CERREM- para que reevalúe la situación de riesgo y/o amenazas en la persona del señor JOSÉ ALVARO TORRES, y adopte las decisiones pertinentes de acuerdo con los resultados obtenidos en los análisis técnicos, procedimiento que debe realizarse en un término máximo de tres meses; (iv) que la Dirección Seccional de Fiscalías de Caldas, en cabeza de su Directora, disponga todo lo pertinente para recibir la denuncia al actor respecto de las llamadas extorsivas por él recibidas y dar impulso a la indagación que por el delito de amenaza se sigue en el radicado 170016000060201902113; y (v) se desvincula al Ministerio del Interior, a la Sección Tercera del Consejo de Estado, al Juzgado 32 Contencioso Administrativo de Bogotá, a la Procuraduría General de la Nación, a la Defensoría del Pueblo y a la Policía Nacional.

Previo a resolver de fondo el asunto, el juez advirtió que no existe una acción temeraria por parte del accionante, porque no obstante que  la sentencia de la primera acción de tutela aún no se encuentra en firme –la que declaró una falta de legitimación en la causa por activa- como quiera que no ha sido revisada por la H. Corte Constitucional y puede ocurrir que la Alta Corporación la seleccione y eventualmente revoque el fallo y considere que si existe legitimación en la causa por activa, caso en el cual y ante la existencia de un pleito pendiente se estarían profiriendo dos sentencias constitucionales sobre la misma temática, lo que daría lugar a negarse esta acción de amparo por temeridad, se hacía necesario un ejercicio de ponderación a ese respecto y decidió resolver de fondo el presente asunto. Lo dicho, con fundamento en que el trámite ante la Corte Constitucional puede tardar varios meses, máxime ante la suspensión de términos que decretó el Consejo Superior de la Judicatura con ocasión de la emergencia sanitaria decretada por el Gobierno Nacional por motivo del Covid-19.
A continuación, el a quo declaró procedente la acción de tutela por cuanto se cumple el requisito de subsidiariedad, y para tutelar el derecho fundamental deprecado por el accionante, el despacho argumentó que no tuvo acceso al estudio de revaluación efectuado al señor JOSÉ ÁLVARO TORRES, y si bien no está en capacidad técnica de controvertir lo allí plasmado, observa que la motivación plasmada en la Resolución No 8234 de 2019 no tuvo en cuenta situaciones individuales especificas del evaluado. 

Destacó que en las consideraciones del referido acto administrativo se mencionan las condiciones del actor que fueron objeto de valoración, las cuales, según el análisis del contexto y el criterio de los profesionales evaluadores, no representan una amenaza concreta; sin embargo, hay otro tipo de eventos señalados por el ciudadano que no tuvieron un mayor estudio por parte de los equipos respectivos pese a que fueron acreditados sumariamente por el actor, como el trabajo con derechos humanos a través de la ”Fundación Nuevo Renacer”, sus desplazamientos por todo el país, la calidad de líder social, las llamadas extorsivas recibidas, y la existencia de procesos activos en contra de personal del Ejército Nacional.

4.- IMPUGNACIÓN

El Jefe Oficina Asesora Jurídica de la UNP inconforme con la decisión presentó un escrito por medio del cual impugnó la sentencia y expresó: (i) la entidad es garante y cumplidora de la Constitución y el bloque de constitucionalidad, por lo cual todas sus actuaciones están ajustadas a derecho, y para el caso del señor JOSÉ ÁLVARO TORRES se realizó revaluación por temporalidad, según lo establecido en el artículo 2.4.1.2.40, parágrafo 2 del Decreto 1066/15, adicionado y modificado por el Decreto 567/16, y es deber de la Unidad revaluar el riesgo anualmente o antes si se aportan nuevos hechos; (ii) se debe tener en cuenta que las circunstancias que originan el nivel de riesgo extraordinario no se perpetúan en el tiempo, y que la entidad debe revaluarlos con el fin de conocer si las circunstancias que dieron origen a su riesgo varían, se mantienen, aumentan o disminuyen; (iii) la revaluación de nivel de riesgo realizada fue el producto de un extenso procedimiento técnico y de trabajo de campo que se encuentra ajustado al procedimiento contemplado en el Decreto 1066/15; (iv) la orden del juez desconoce a todas luces la competencia de la autoridad administrativa al no soportar sus decisiones en las recomendaciones del Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendaciones de Medidas -CERREM-, quien recomendó finalizar las medidas con base en la revaluación de nivel de riesgo, el cual ponderó como riesgo ordinario con una matriz de 44.44%; (v) igualmente se desconocen los pronunciamientos de la Corte Constitucionales, tales como la sentencia T-719/03 que establece parámetros para la calificación y ponderación del riesgo a través de la matriz creada por el Ministerio del Interior y de Justicia, y adecuadas a lo dicho por la Corte Constitucional; (vi) la Unidad observa que la motivación del fallador para mantener las medidas de protección a favor del accionante, se basa en que a su parecer la UNP junto con los cuerpos colegiados GVP y CERREM no valoraron todas las circunstancias de tiempo, modo y lugar del presunto riesgo manifestado por el evaluado, y si bien fue evaluado en los términos del artículo 2.4.1.2.6 del numeral 6º del Decreto 1066/15, esto no significa per se, que la Unidad desconozca otras condiciones o labores ejercidas por el evaluado; (vii) la Ley 418/1997 en sus artículos 72 y 83 establecieron estricta reserva a los archivos de las personas amparadas o relacionadas con el programa de protección; (viii) ordenar restablecer unas medidas de protección a favor de una persona ponderada como riesgo ordinario acarrea destinar recursos que no se encuentran presupuestados, y la UNP depende de un presupuesto que se debe ejecutar con un acervo legal y justificado; (ix) con el ánimo de cumplir el fallo de primera instancia, se dejó sin efectos las Resoluciones No 8234 de 2019 y 0328 de 2020 y se ordenó la implementación a favor del accionante de un hombre de protección, un medio de comunicación y un chaleco blindado; y (x) la Corte Constitucional ha manifestado que la acción de tutela es improcedente ante la existencia de otros medios de defensa judicial.
Solicita que se revoque la decisión de primera instancia, y en su lugar se declare improcedente la acción de tutela toda vez que el accionante cuenta con otro medio de defensa judicial.

5.- TRÁMITE EN SEGUNDA INSTANCIA 

Revisada la página de internet de la Rama Judicial en el link “consulta de procesos”, se obtuvo copia del auto de fecha diciembre 06 de 2012, proferido por la Sección Tercera del Consejo de Estado, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, el cual ordenó el cambio de radicación de la demanda de reparación directa, para que pasara la actuación del Juzgado Segundo Administrativo de Arauca a los Jueces Administrativos de la ciudad de Bogotá. Igualmente ordenó a la Policía Nacional y al Ministerio del Interior realizar estudios de seguridad al señor JOSÉ ÁLVARO TORRES y otros, para determinar el grado o tipo de riesgo al que están sometidos, y se adoptaran en el menor tiempo posible las medidas de seguridad que se estimen necesarias.
6.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91, 1º del Decreto 1 382/00, 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069/15 y 1 del Decreto 1983/17.

6.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo objetado, en cuanto tuteló los derechos fundamentales del señor JOSÉ ÁLVARO TORRES. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, revocándolo o modificándolo.

6.2.- Solución a la controversia 

Previo a resolver el recurso de impugnación, y pese a que no fue objeto del mismo, la Corporación considera pertinente pronunciarse en cuanto a la presunta acción temeraria que en su momento alegaron tanto el MINISTERIO DEL INTERIOR como la UNP, lo anterior, para señalar que no siempre la duplicidad de acciones de tutela representa una acción temeraria, y menos aun cuando su presentación sea ocasionada por un estado de necesidad y vulnerabilidad propio de aquellas situaciones en que los individuos obran por miedo insuperable o por la necesidad extrema de defender un derecho –sentencias T-721/03, T-433/06, T-089/07, T-213/09 y T-298/18-, como ocurre en este asunto. Veamos:
Si bien quedó probado que el accionante ya había acudido por medio de otra acción de tutela para solicitar la protección de sus derechos fundamentales a la seguridad y a la vida, la cual admitió el Juzgado Tercero Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Ibagué (Tol.), su decisión consistió en negar la acción de tutela por falta de legitimación en la causa por activa -por falta de poder-, contra la cual la apoderada judicial del señor JOSÉ TORRES interpuso el recurso de impugnación, pero posteriormente desistió del mismo.
Así las cosas, y aunque la sentencia no se encuentra en firma, como quiera que no ha sido excluida ni revisada por parte de la Corte Constitucional, razón le asistió al señor juez de primer nivel cuando advirtió que ante la delicada situación que rodea al actor, es necesaria la intervención del juez de tutela, con mayor razón cuando la anterior providencia no resolvió de fondo el asunto plateado. 

Ya en el plano del recurso de impugnación, debemos recordar que la Constitución Nacional en su artículo 86 consagró la tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales al resultar vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la restringió a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-199/19 expresó: 

“No obstante, como ha sido reiterado por la jurisprudencia constitucional, el presupuesto de subsidiariedad que rige la acción de tutela debe analizarse en cada caso concreto. Por ende, en aquellos eventos en que existan otros medios de defensa judicial, esta Corporación ha determinado que existen dos excepciones que justifican su procedibilidad
: 

(i) cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para resolver las controversias no es idóneo ni eficaz conforme a las especiales circunstancias del caso estudiado, procede el amparo como mecanismo definitivo; y, 

(ii) cuando, pese a existir un medio de defensa judicial idóneo, éste no impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual la acción de tutela procede como mecanismo transitorio. 

Adicionalmente, cuando el amparo es promovido por personas que requieren especial protección constitucional, como niños, niñas y adolescentes, mujeres en estado de gestación o de lactancia, personas cabeza de familia, en situación de discapacidad, de la tercera edad o población desplazada, entre otros, el examen de procedencia de la tutela se hace menos estricto, a través de criterios de análisis más amplios, pero no menos rigurosos
.”
Ahora, verificada la existencia de otros medios de defensa judicial, siempre se debe realizar una evaluación de la idoneidad de estos en el caso concreto, y a ese respecto la misma sentencia previamente citada refiere:

“Las anteriores reglas implican que, de verificarse la existencia de otros medios judiciales, siempre se debe realizar una evaluación de la idoneidad de estos en el caso concreto, para determinar si aquellos tienen la capacidad de restablecer de forma efectiva e integral los derechos invocados. Este análisis debe ser sustancial y no simplemente formal, y reconocer que el juez de tutela no puede suplantar al juez ordinario. Por tanto, en caso de evidenciar la falta de idoneidad del otro mecanismo, la acción puede proceder de forma definitiva. 

En relación con las acciones judiciales para controvertir actos administrativos, esta Corporación ha determinado que, por regla general, el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho es el mecanismo idóneo de protección de los derechos fundamentales vulnerados por dichas actuaciones. 

No obstante, en ciertas circunstancias es necesaria la intervención urgente del juez constitucional. En esa medida, si en el caso concreto el mecanismo judicial ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo permite el restablecimiento pleno y oportuno de los derechos fundamentales vulnerados, la tutela es improcedente. En contraste, si se advierte que el mecanismo de defensa judicial ordinario no permite la protección reclamada, será procedente el amparo constitucional.

Además, la tutela puede desplazar a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho por la incidencia del tiempo sobre los derechos fundamentales, pues mientras que el juez administrativo se pronuncia sobre la validez de los actos supuestamente transgresores de las garantías fundamentales del accionante, la falta de protección efectiva y oportuna podría conllevar la afectación de tales derechos. De este modo, la incidencia del tiempo en la idoneidad del mecanismo se manifiesta por alguna de las siguientes circunstancias:

“a) Porque la prolongación del procedimiento contencioso afectaría desproporcionadamente el ejercicio efectivo de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o,

b) Porque para el momento en que el juez contencioso adopte una decisión, el ejercicio pleno del derecho fundamental vulnerado no puede restablecerse, y esta situación sólo puede ser resarcida económicamente” 
.”
De conformidad con la citada jurisprudencia, se puede concluir, como en efecto lo hizo el juez de primer grado, que la acción de tutela es el medio de defensa judicial más eficaz e idóneo ante la amenaza actual y evidente del derecho a la vida del actor, como quiera que someter al señor JOSÉ TORRES a un proceso ante la jurisdicción contenciosa administrativa que puede tardar varios meses sería causarle un perjuicio irremediable, y en ese sentido debemos recordar que se trata de una persona desplazada que desde el año 2012 cuenta con un esquema de seguridad bajo el programa “Víctimas de Violación de los Derechos Humanos e Infracción al Derecho Internacional Humanitario”. 
Acerca de la existencia de un perjuicio irremediable, la H. Corte Constitucional en sentencia T-471/17 sostuvo:

 
“[…] De otra parte, en cuanto a la ocurrencia de un perjuicio irremediable, este Tribunal, en la sentencia T-225 de 1993, señaló que de acuerdo con el inciso 3º del artículo 86 Superior, aquel se presenta cuando existe un menoscabo moral o material injustificado que es irreparable, debido a que el bien jurídicamente protegido se deteriora hasta el punto que ya no puede ser recuperado en su integridad.
 
Adicionalmente, en la sentencia T-808 de 2010, reiterada en la T-956 de 2014, la Corte estableció que se debe tener en cuenta la presencia de varios elementos para determinar el carácter irremediable del perjuicio. 
 
En primer lugar, estableció que el daño debe ser inminente, es decir que está por suceder en un tiempo cercano, a diferencia de la mera expectativa ante un posible menoscabo. Este presupuesto exige la acreditación probatoria  de la ocurrencia de la lesión en un corto plazo que justifique la intervención del juez constitucional. Es importante resaltar que la inminencia no implica necesariamente que el detrimento en los derechos este consumado. Asimismo, indicó que las medidas que se debían tomar para conjurar el perjuicio irremediable deben ser urgentes y precisas ante la posibilidad de un daño grave evaluado por la intensidad del menoscabo material a los derechos fundamentales de una persona. En esa oportunidad, la Corte señaló que la gravedad del daño depende de la importancia que el orden jurídico le concede a determinados bienes bajo su protección.
 
Finalmente estableció que la acción de tutela debe ser impostergable para que la actuación de las autoridades y de los particulares sea eficaz y pueda asegurar la debida protección de los derechos comprometidos. 
En el caso sometido a estudio, no existe duda que las circunstancias que rodean el señor JOSÉ ÁLVARO TORRES permiten pensar que persiste una amenaza contra su vida e integridad personal, toda vez que en su condición de víctima indirecta -por ser el padre de tres menores de edad víctimas de homicidio- en un proceso penal contra un Teniente (r) del Ejército Nacional, además de ser miembro de la “Fundación Nuevo Renacer de Desplazados”, y denunciante en dos procesos penales por los delitos de extorsión y amenaza, requiere el esquema de seguridad ya que la falta de esas medidas lo hace vulnerable a las amenazas que existen en su contra, salvo que se demuestre lo contrario. 

Es innegable que ante las pretensiones del actor, la justicia debe tomar medidas urgentes y necesarias con el fin de evitar un daño grave, por cuanto exponer al ciudadano a los inminentes peligros que se pueden presentar dada las amenazas, definitivamente demuestran la ineludible necesidad de intervención, y por ende no sería idónea y eficaz el agotamiento previo de un trámite judicial ordinario.

Descendiendo al estudio de fondo, se observa que el juez de primer grado amparo el derecho fundamental a la seguridad personal del señor TORRES, por considerar que la UNP no tuvo en cuenta otro tipo de eventos señalados por el ciudadano pese a que se acreditaron sumariamente, como el trabajo con derechos humanos en el interior de la “Fundación Nuevo Renacer”, su condición de desplazado, la calidad de líder social, las llamadas extorsivas recibidas, y la existencia de procesos activos en contra de personal del Ejército Nacional, motivo por el cual dejó sin efectos los actos administrativos No 8234 de noviembre 13 de 2019 y 0328 de enero 22 de 2020. 
Por su parte, la UNP en la impugnación argumentó que la revaluación del nivel de riesgo fue el producto de un extenso procedimiento técnico y de trabajo de campo que se encuentra ajustado al procedimiento contemplado en el Decreto 1066/15, y que el juez de tutela no podía desconocer dicha competencia.
En criterio de esta Corporación, no se puede afirmar como lo hace la UNP, que el funcionario desconoció las competencias de esa entidad, pues el fallo fue claro en señalar que las medidas de protección que ordenó restablecer se mantendrán: “hasta tanto la UNP determine la pertinencia del esquema de seguridad, de acuerdo con el estudio técnico que deberá efectuarse por intermedio del Grupo de Valoración Preliminar –GVP- y el Comité de Evaluación del Riego y Recomendación de Medidas –CERREM-”. Por tanto, es evidente que será la misma UNP la que realice dicho estudio, y debe ser así porque evidentemente es la Ley 4065/11 y el Decreto 1066/15 los que le asignaron esa competencia exclusiva y excluyente.
Ahora, ante la situación planteada, se debe recordar que el derecho a la seguridad personal tiene una triple connotación jurídica en razón a que en sí mismo representa: (i) un valor constitucional, (ii) un derecho colectivo y (ii) un derecho fundamental. Sobre ese particular la Corte Constitucional en sentencia T-460/14 explicó:

“El carácter de valor constitucional se colige del preámbulo de la Constitución, al indicar que fue voluntad del pueblo soberano asegurar la vida, la convivencia y la paz, y del artículo 2°, según el cual las autoridades están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades. De esta manera, la Corte ha estimado que la seguridad se constituye en uno de los puntos cardinales del orden público, en tanto garantiza “…las condiciones necesarias para el ejercicio de todos los derechos y libertades fundamentales por parte de las personas que habitan el territorio nacional”.
 
También, ha precisado que la seguridad es un derecho colectivo, “es decir, un derecho que asiste en forma general a todos los miembros de la sociedad, quienes se pueden ver afectados por circunstancias que pongan en riesgo bienes jurídicos colectivos tan importantes para el conglomerado social, como el patrimonio público, el espacio público, la seguridad y salubridad públicas, la moral administrativa, el medio ambiente o la libre competencia económica (Art. 88, C.P.).”
 
Finalmente esta Corte, ha considerado a la seguridad como un derecho individual, en la medida en que es “aquél que faculta a las personas para recibir protección adecuada por parte de las autoridades, cuando quiera que estén expuestas a [amenazas] que no tienen el deber jurídico de tolerar, por rebasar éstas los niveles soportables de peligro implícitos en la vida en sociedad; en esa medida el derecho a la seguridad constituye una manifestación del principio de igualdad ante las cargas públicas, materializa las finalidades más básicas asignadas a las autoridades del Constituyente, garantiza la protección de los derechos fundamentales de los más vulnerables, discriminados y perseguidos, y manifiesta la primacía del principio de equidad”.
 

Pues bien, el señor JOSÉ TORRES reclama precisamente la protección del derecho fundamental a la seguridad personal, y en ese sentido le asiste razón a la UNP cuando advierte que ya se efectuó un estudio del caso por parte del Cuerpo Técnico de Recopilación y Análisis de Información –CRTRAI-, el Grupo de Valoración Preliminar –GVP- y el Comité de Evaluación del Riesgo y Recomendación de Medidas –CERREM-, e igualmente queda claro, como lo indicó el fallador de primera instancia, que no le corresponde a ese servidor en su condición de juez de tutela controvertir técnicamente los resultados de esos estudios.

El citado acto administrativo emitido a consecuencia del análisis en el caso singular, hizo referencia a varias situaciones que manifestó el actor a dichos grupos interdisciplinarios, como lo son las llamadas de carácter extorsivo y amenazas que ha recibido, una de ellas en agosto del año 2019 donde le indicaron que no debía realizar un viaje que tenía programado hacía los municipios de Saravena y Tame, y la otra en septiembre del mismo año cuando se dirigía a las Veredas “La Argelia Alta” y “Baja” momento en el cual un sujeto lo contactó y le manifestó que no debía dirigirse a esos lugares por presencia de grupos ilegales, hechos que relacionan con el proceso que se llevó a cabo por el delito homicidio en donde figuran como víctimas sus hijos según hechos registrados en el año 2010 en el municipio de Tame, por el cual se condenó a un Teniente del Ejército Nacional. E igualmente se hizo referencia a que las denuncias que presentó el accionante en el año 2014, 2014 y 2019 se presentaron por un contacto que tuvo con un presunto policía, y que se trata de posibles seguimientos y persecución. Por tanto, luego de las actividades de verificación que realizó la entidad, se concluyó que el evaluado no ha sido objeto de amenazas directas o hechos que afecten su integridad personal. 
Pero muy a pesar de todo ello, como lo indicó el juez a quo y en estos momento lo observa la Sala, brilla por su ausencia una actividad por parte de la UNP tendiente a constatar el nivel de riesgo con ocasión de la actividad que desempeña el señor JOSÉ TORRES como miembro de una Fundación dedicada a temas de desplazamiento forzado, y, además, qué incidencia puede tener en su seguridad el trámite que se adelanta ante la JEP por petición del Teniente (r) del Ejército Nacional -que fue condenado por la justicia ordinaria-. Se trata todas ellas de situaciones que merecen especial cuidado y estudio por parte de la UNP, y que hacen necesaria la intervención del juez de tutela. 

Recordemos que el artículo 2° C.N. establece como principios fundamentales del Estado: “asegurar la convivencia pacífica” y “proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida”. Ello traduce que todos los poderes y órganos del Estado tienen el deber de proteger la vida de todas las personas y de preservar las condiciones para que estas lleven una existencia tranquila, libre de amenazas y de zozobras que no están obligados a soportar. 
Para la Corporación, indudablemente, el señor JOSÉ TORRES se encuentra en una situación predecible que pone en peligro su vida e integridad personal, y el Estado tiene la obligación de adoptar las medidas tendientes para evitar que el riesgo que recae sobre él se materialice. Asistencia y cuidado que en este caso específico recae en la UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN según lo establecido en la Ley 4065/11. 
Desde luego, no se desconoce, que la entidad accionada requiere para llevar a cabo las medidas de protección temporales ordenadas por el juez, de recursos económicos previamente destinados a esa finalidad; sin embargo, acerca de la obligación de la UNP de garantizar cabalmente el derecho fundamental a la seguridad de las personas que se encuentran a su cargo, cuando no cuenta con los recursos suficientes para esa labor, la Corte Constitucional en sentencia T-460/14 sostuvo:
“Sin embargo, encuentra la Sala que existe certeza sobre el hecho de que estas medidas no se implementan adecuadamente, pues no se cuenta con los recursos suficientes que permitan que las mismas operen eficazmente atendiendo el nivel de riesgo del actor el cual depende directamente de las actividades que desarrolla. Así pues en vista de que la seguridad está sometida al rubro que para la misma se halla autorizado, el cual resulta precario el Estado, por un tema presupuestal, en circunstancias como la examinada desconoce su obligación de garantizar, en debida forma, el derecho a la seguridad personal.
 
En síntesis, esta Sala encuentra que la Unidad Nacional de Protección, la Unión Temporal Siglo XXI y las compañías Prosegur Vigilancia y Seguridad Privada LTDA, por la carencia presupuestal alegada vulneran varios aspectos del derecho a la seguridad personal del representante de la Mesa Nacional de Víctimas, toda vez que si bien se adelantó el estudio oportuno y adecuado de las últimas situaciones de amenaza y riesgo que este denunció y se adoptaron las medidas para salvaguardar sus derechos, lo cierto es que, en la actualidad existe la imposibilidad de implementar, en debida forma, el esquema de seguridad autorizado por falta de recursos.
 
En ese orden de ideas, la Sala considera que el riesgo o amenaza al que está sometido el accionante, amerita una decisión que garantice cabalmente su derecho fundamental, por lo que debe tenerse en cuenta el número y tipo de eventos que frecuenta lo cual se considera indispensable para que, con fundamento en ello, la Unidad proceda a determinar tanto la conformación del esquema como el rubro que se debe destinar para que el acompañamiento de la seguridad abarque el mayor número de situaciones posibles”.
En ese orden de ideas no puede ser ese un argumento de la UNP para negar las medidas de protección y afectar los derechos fundamentales a la seguridad y a la vida del señor JOSÉ TORRES, cuando incluso quedó demostrado que el actor contaba con un esquema de seguridad desde hacía ya varios años por hechos que son, no se puede negar, de extrema gravedad.
Así las cosas, la Sala confirmará la determinación adoptada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda.).
7.- DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,
FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la decisión adoptada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía (Rda).
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
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